
 

Ante la Reforma de los Códigos Civil y Comercial de la Nación. 

Prof. Lic. Carlos Eduardo Bulacios. 

Señores miembros de la Comisión Bicameral para la Reforma, Actualización y Unificación 

de los Códigos Civil y Comercial de la Nación: 

Estoy aquí como un esposo y padre de familia, docente y dirigente social católico ante la 

trascendencia del hecho que nos ocupa para reafirmar algunos aspectos que, no por  

haber sido ya expuestos,  se deben dejar de sostener y defender. 

La identidad cultural del Noroeste Argentino, se sostiene sobre la base de la familia 

concebida como un núcleo vital para el desarrollo de la sociedad y, por lo tanto, todo 

aquello que atente contra ella, atenta directamente sobre su base cultural e identitaria. Es 

por esto que voy a sostener las ideas expresadas por el Episcopado Argentino al respecto: 

La ley tiene un valor objetivo que define derechos y obligaciones de las personas e 

instituciones en el marco del bien común. Elaborar leyes para la sociedad es función del 

Estado, no de la Iglesia. Pero ella tiene la obligación de colaborar con la sociedad, esta 

certeza es lo que da razón a mi presencia en este marco de reflexión y de diálogo, en la 

búsqueda de aquellos principios morales objetivos que son el fundamento de toda obra 

legislativa, y que son “accesibles a la razón, prescindiendo del contenido de la revelación” 

(Benedicto XVI). La fe no se opone a la razón. 

Es necesaria en el Código una formulación de ciertos principios, más respetuosa de la 

dignidad propia de toda vida humana desde su comienzo en el momento de la concepción 

y hasta su fin natural, de los derechos de la familia fundada en el matrimonio, y de los 

derechos de los más débiles, en particular los niños ya nacidos, y todavía por nacer. Es en 

estas materias, el estatuto de la persona humana y de la familia, en las que quisiéramos 

detenernos particularmente. Notamos que en las soluciones propuestas en este campo, 

ha influido una ideología individualista y una concepción de familia ajena a las tradiciones 

nacionales y al sentir y vivir de la gran mayoría de nuestro pueblo. 

Se podrían sintetizar en cinco puntos las preocupaciones expresadas en el documento de 

la CEA: 

1. La persona existe desde la concepción: como dice la Declaración Universal de Derechos 

Humanos, todo ser humano tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica 

en todas partes y sin distinción de condición alguna (Art. 6). Así, la ciencia enseña que la 

vida humana comienza desde el momento de la concepción, en la que se configura un ser 



humano nuevo, único e irrepetible. Por eso, con la tradición jurídica nacional y el contexto 

constitucional sostenemos sin duda que la persona es tal desde la concepción, sin 

distinguir según ella ocurra dentro o fuera del seno materno. En relación al artículo 19 del 

proyecto entendemos que es una discriminación injusta que algunos seres humanos en 

estado embrionario sean considerados personas -los concebidos en el seno materno, o los 

implantados en él-, mientras que a otros se les niegue ese status básico -los concebidos 

fuera del seno materno, antes de su implantación-. No hay diferencias ontológicas entre 

ellos. Además, nos preguntamos cuál es el status o situación jurídica de estos embriones 

humanos no implantados, que quedan en un estado de absoluta desprotección, abriendo 

la posibilidad de atentados contra la vida de seres humanos inocentes e indefensos. 

Remitir la protección del embrión no implantado a una ley especial aún no existente 

resulta insuficiente para evitar atentados presentes o futuros contra la vida o dignidad de 

esos seres humanos, expuestos a la comercialización, industrialización o destrucción. Los 

dilemas morales que plantean los embriones no implantados no se solucionan 

desconociendo su dignidad y derechos fundamentales, sino en todo caso impidiendo -y no 

promoviendo- su producción mediante una moratoria en la utilización de estas técnicas. 

2. La familia y el matrimonio: hemos dicho que la familia fundada en el matrimonio entre 

un varón y una mujer, perdurable y estable, es el modo óptimo de crianza de los niños y 

de organización familiar y social. La familia es anterior al Estado y por tanto, la misión de 

éste es apoyar y acompañar los modelos exigentes de vida en los que los esposos se 

comprometen a la fidelidad, la cohabitación, la asistencia recíproca y el bien de los hijos. 

Si el Código Civil dejara de prever esos deberes, el matrimonio se vaciaría de contenido en 

desmedro de los propios esposos y del bien superior de los niños y su derecho a crecer y 

ser educados en el ámbito de una familia estable. Igualmente, creemos que no cualquier 

forma de convivencia es igualmente valiosa, respetuosa de la verdad de la naturaleza 

humana, y de los derechos de la mujer y de los hijos. Por eso, preocupa la equiparación 

casi absoluta entre el matrimonio y las uniones de hecho. Finalmente, debemos decir que 

el proyecto no reconoce en absoluto al matrimonio indisoluble caracterizado por el 

compromiso de fidelidad y de apertura al bien de los hijos, tal como la Iglesia propone a 

sus fieles, lo mismo que otras confesiones religiosas, y la ley natural lo expresa. Sólo 

formas débiles e inestables de familia son propuestas y reguladas por el proyecto. 

3. La protección de los derechos del niño: El régimen de la paternidad, la maternidad y la 

filiación, así como otras instituciones proyectadas, generan incertidumbre en torno a la 

protección de los derechos de los niños. Una sociedad que no privilegie los derechos e 

intereses de los niños por sobre los de los adultos, se empobrece socialmente. Ello se 

verifica en la regulación de algunos efectos de las técnicas de fecundación artificial, dado 

que se privilegia un supuesto “derecho al hijo”, por sobre los derechos del hijo a la vida y 



al respeto de su intrínseca dignidad y el principio de originalidad en la transmisión de la 

vida humana. Estas técnicas suponen con frecuencia mecanismos de selección de los 

embriones más aptos, con descarte de los demás. No hay previsiones que eviten estas 

derivaciones injustas en el proyecto de Código Civil. Igualmente, se conculca el derecho a 

la identidad cuando queda sujeto a la voluntad de los adultos y se discrimina así entre 

categorías de hijos con más o menos derechos según el modo en que fueron concebidos. 

Finalmente, en materia de adopción si bien se avanza, no se privilegia el interés superior 

de los niños, que consiste en tener un padre y una madre unidos en matrimonio. La 

adopción debe tener en mira ese interés integral de los niños, y no el deseo de los adultos. 

4. Los problemas de la procreación artificial: En cuarto lugar, creemos que no todo lo que 

es técnicamente posible y deseado en el manejo de la vida es necesariamente ético y 

respeta su dignidad. Así, existen serias objeciones éticas y jurídicas en torno a la 

fecundación artificial que deberían conducir a una reflexión más atenta y no sólo 

permisiva. Si no obstante ello se decidiera llevar adelante la fecundación extracorpórea, el 

ser humano concebido de esta manera tiene, como ya hemos dicho, el mismo estatuto, 

dignidad y derechos que cualquier otro. En el derecho comparado podemos ver que 

existen países que han limitado los daños provocados por el uso de estas técnicas, 

restringiendo el acceso a ellas a los matrimonios formados por varón y mujer, y 

prohibiendo la crioconservación de embriones, entre otras restricciones. Es 

particularmente grave la posibilidad de fecundación post-mortem, ya que no es aceptable 

permitir deliberadamente orfandades amparadas por la ley. 

5. Proteger y dignificar a la mujer: Reconocemos que hay un esfuerzo en el proyecto por 

atender con delicadeza a la protección de los derechos de la mujer. Pero al mismo tiempo, 

resulta agraviante a la dignidad de las mujeres y de los niños la posibilidad de la existencia 

del alquiler de vientres, denominado eufemísticamente maternidad subrogada o 

gestación por sustitución. No es un reclamo social, ni es consistente con las tradiciones 

jurídicas, principios, valores y costumbres del pueblo argentino. Afirmamos firmemente 

que degrada a la mujer gestante y es posible que sea fuente de más desigualdad por la 

explotación para estos fines de mujeres pobres. Esta figura desconoce el profundo vínculo 

psicológico que se establece entre la madre gestante y el niño al que da a luz. 

En conclusión: 

Sólo el ámbito de la familia naturalmente constituida permite que el instinto de 

conservación de la especie encuentre su cause adecuado. Hoy se pretende reformular 

instituciones naturales, como lo son el matrimonio y la familia, de acuerdo a los intereses 

e interpretación de cada uno, gnerando diferentes tipos de desviaciones, como el divorcio, 



la infidelidad, la contracepción y manipulación genética, la modificación del estatus 

ontológico del hombre y de la mujer, a los efectos de legitimar otros tipos de familias. 

El relativismo moral ha influido en forma decisiva para producir esos cambios en relación 

al concepto de familia y de matrimonio, rompiendo no sólo con lo que se puede llamar 

una cosmovisión cristiana, sino también, con la tradición que es en el fondo sustento 

moral de los pueblos. 

Señores Legisladores: 

Es vuestro deber garantizar a las futuras generaciones, constructoras del país próspero 

que queremos, las bases morales que consoliden una Nación sana que promueva por 

todos los medios el respeto a la vida como valor fundamental y a las instituciones 

naturales principales, como son el matrimonio y la familia. Si no lo hacen, estaremos 

construyendo la casa sobre arena y las tempestades la derribarán. 

Muchas gracias. 


